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Reforma constitucional electoral: 
crónica de una muerte anunciada

Estudio introductorio

Guadalupe Salmorán Villar1 y Azul A. Aguiar Aguilar2

Un desenlace previsible

E l 11 de marzo de 2026, la Cámara de Diputados re-
chazó la iniciativa de reforma electoral presentada
por el Poder Ejecutivo encabezado por la presidenta

Claudia Sheinbaum. La propuesta no alcanzó la mayoría 
calificada requerida para prosperar: obtuvo 259 votos a 
favor —75 menos de los 334 necesarios— frente a 234 
votos en contra. 

La manzana de la discordia de la iniciativa —y que, en 
buena medida, marcó el signo de muerte con el que 
nació— fue la propuesta de reducir el financiamiento 
público ordinario de los partidos, eliminar las senadurías 
de representación proporcional y modificar el mecanismo 
de asignación de las diputaciones federales plurinomina-
les. Los potenciales efectos negativos de estas medidas 
sobre la pluralidad y competitividad del sistema político 
generaron resistencias incluso entre los partidos que, 
hasta ahora, han acompañado al oficialismo.

La iniciativa de reforma de la presidenta ejemplifica muy 
bien la Crónica de una muerte anunciada (1981). Como 
en la novela de Gabriel García Márquez, el desenlace es 
conocido desde el principio: se presenta una reforma que 
desde su gestación se sabe que no contará con el apoyo 
de dos de los partidos que integran la coalición de la pre-
sidenta. Su partido lo sabe, la oposición, el periodismo 
y la academia lo saben y, como en el caso del pueblo 
de Santiago Nasar, nadie hace nada para evitar que la 
iniciativa muera. Ni la presidenta. Lejos de que el fracaso 
legislativo diera paso a un llamado a la reflexión, el ofi-
cialismo presentó un Plan B reloaded.

Así, estamos de frente actores políticos que desde 2022 
no han parado de asediar el proyecto democrático que les 
permitió acceder al poder. Han buscado cambiar de manera 
sistemática las reglas del juego electoral a través del Plan A, 
el Plan B y el Plan C del expresidente Andrés Manuel López 
Obrador (AMLO), pero también a través del Plan A y el Plan 
B de la presidenta Claudia Sheinbaum. Estos intentos reve-
lan con mucha claridad un proyecto político autocratizador, 
que ha sido cubierto con una retórica y narrativa democra-
tizadora, mayoritaria, participativa y de austeridad.

Una reforma anunciada, pero a 
espaldas de la ciudadanía

La iniciativa de reforma electoral que se analiza en este 
volumen fue precedida por un proceso político mar-
cado por la opacidad y la ausencia de una deliberación 
pública genuina.

En octubre de 2025, la comisión presidencial encargada de 
elaborar la propuesta convocó a una pretendida “ausculta-
ción ciudadana”. Según se anunció entonces, las conclusio-
nes de dichos encuentros serían entregadas a la presidenta 
de la República en enero de 2026, con el propósito de remi-
tir la iniciativa al Congreso ese mismo mes. Pero nada de 
eso ocurrió. Tras la realización de los foros, el proceso de 
elaboración de la reforma se trasladó a espacios de discu-
sión cerrados, mediante reuniones privadas entre integran-
tes del gobierno federal y partidos aliados.

El gobierno prefirió conducirse con opacidad y sin la par-
ticipación —vaya, ni siquiera la presencia— de las demás 
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fuerzas políticas del Congreso. El entonces presidente 
de la Comisión Presidencial, Pablo Gómez, lo dejó muy 
claro: no había intención alguna de construir acuerdos. La 
“transformación” de las reglas electorales sería impuesta, 
no negociada.

Días antes de que se presentara formalmente la iniciativa, 
la Comisión Presidencial difundió un PowerPoint que deli-
neó algunos de los principales contenidos de la propuesta. 
La orientación general de la reforma era clara: reducir el 
tamaño del Congreso de la Unión; disminuir el financia-
miento público al Instituto Nacional Electoral (INE), a los 
organismos públicos locales electorales (OPLE) y a los par-
tidos; centralizar la función electoral; menos dinero, pero 
más y nuevas atribuciones al INE en materia de fiscaliza-
ción e Inteligencia Artificial (IA); debilitar el federalismo 
electoral; y ajustar la representación proporcional que 
podría traducirse en mayorías artificiales.

Tras la exposición preliminar del PowerPoint, la presi-
denta Sheinbaum finalmente logró presentar una inicia-
tiva de reforma constitucional en materia electoral, cuyo 
destino sería una rápida muerte en el proceso legislativo. 
El PT y el PVEM —como los hermanos Vicario en la novela 
de García Márquez— serían los actores centrales en la 
muerte de una iniciativa presidencial que se decidió sin 
ellos, sin la oposición y sin la ciudadanía.

Aunque la iniciativa modificó varios de los planteamientos 
que se habían anunciado preliminarmente, mantuvo una 
orientación general a redefinir distintos aspectos de las 
reglas del juego democrático.

Es importante destacar que el proceso de preparación y 
presentación de la reforma no sólo se caracterizó por la nula 
transparencia sino, sobre todo, por una narrativa populista 
y falaz sobre sus alcances. Los foros organizados que, en 
apariencia, abrieron la participación de la sociedad en el 
diseño de la reforma dejaron voces sin ser atendidas. Se 
anunció el respaldo de los partidos pequeños de la coali-
ción gobernante, sólo para ser desmentido públicamente 
por sus dirigencias días después. Durante dos meses se 
pospuso la presentación de la iniciativa y cuando finalmente 
se dio a conocer, se le presentó como un “Decálogo por la 
democracia” cuyo objetivo central —según la presidenta— 
era promover la participación del pueblo en la elección de 
plurinominales, la austeridad y, en consecuencia, recortar 
recursos públicos a los partidos políticos y al INE.

En este contexto, la iniciativa presidencial no únicamente 
exige analizar su contenido, sino también desmentir 
(sortear) la desinformación que la acompaña: una narra-
tiva populista que miente sobre virtudes, oculta déficits y 
normaliza cambios que ponen en riesgo varios principios 
del sistema electoral y la democracia en México.

Los ejes de la iniciativa presidencial

Este volumen examina nueve ejes analíticos que abordan 
distintos componentes de las reglas de la competencia 
democrática: representación y pluralismo político, orga-
nización de las elecciones, condiciones para la competen-
cia político-electoral, inteligencia artificial en los procesos 
electorales, fiscalización electoral, violencia electoral, 
mecanismos de participación ciudadana, acciones afir-
mativas y elecciones judiciales.

I. Representación y pluralismo político

La iniciativa no planteó la eliminación total de los esca-
ños de representación proporcional en ambas cámaras 
del Congreso, como se había anunciado originalmente. 
No obstante, sí reducía el tamaño del Congreso de la 
Unión —de 628 a 596 integrantes— y, al mismo tiempo, 
expandía el peso del principio mayoritario.

La Cámara Baja conservaba su tamaño y la naturaleza 
mixta del sistema electoral para su integración. En par-
ticular, se proponía alterar el mecanismo de asignación 
de la mitad de las diputaciones plurinominales. En lugar 
de distribuirse mediante listas partidistas, cien curules 
se asignarían conforme al criterio de “mejores perdedo-
res”; es decir, a partir de las candidaturas que sin haber 
ganado la elección en el distrito que participaron, hubie-
sen obtenido los mayores porcentajes de votación de 
su propio partido en esa misma elección. Como seña-
lan los textos de Marcos del Rosario, Ciro Murayama y 
Rosa María Lince, el efecto inmediato de esta medida 
era reforzar la lógica mayoritaria del sistema, al otorgar 
más escaños a quienes suman más votos, castigando 
la pluralidad.

Las modificaciones más profundas en materia de repre-
sentación se concentraron en el Senado. La iniciativa 
planteaba reducir el número de integrantes de la Cámara 
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Alta de 128 a 96 y eliminar completamente las senadu-
rías de representación proporcional. En consecuencia, el 
Senado quedaría estructurado exclusivamente bajo lógi-
cas mayoritarias. Este rediseño implicaría no sólo una 
disminución del tamaño de la Cámara, sino también la 
exclusión de la representación de aquellas preferencias 
que no votaron por el primer y segundo lugares en cada 
entidad federativa. De nuevo, el efecto de este cambio 
en el sistema electoral en el sistema de partidos habría 
sido una reducción en la pluralidad, afectando la repre-
sentación de las minorías políticas (véase capítulos de 
Horacio Vives y José Reynoso). Todo ello, sin alterar una 
coma a los efectos de sobre y subrepresentación que ya 
permite el sistema vigente, tal como observa José de 
Jesús Orozco.

Uno de los resultados controvertidos de la reforma se 
relaciona con sus impactos en la paridad. Si bien —como 
subraya Esperanza Palma— la iniciativa no estaba orien-
tada a modificar el marco constitucional, sí tenía efec-
tos claros y regresivos en esta materia. Como advierten 
también Karolina Gilas y Flavia Freidenberg, la desapa-
rición de las listas cerradas y bloqueadas eliminaba el 
control paritario más efectivo previo a las elecciones. La 
evidencia derivada de la regla de los mejores perdedo-
res “confirma que, cuando se aplica el criterio de por-
centaje de voto sin ajuste previo, los hombres dominan 
los primeros lugares de la lista resultante”. Un desenlace 
similar se observa con el voto de preferencia, pues el 
electorado no suele distribuir su apoyo entre candidatu-
ras de distintos géneros.

La propuesta de la presidenta Sheinbaum también incluyó 
un apartado relativo a la inclusión de diputaciones para 
personas residentes en el extranjero dentro de las listas 
de representación proporcional (RP). Los análisis de Yuri 
Estrada, Daniel Tacher y Fernando Barrientos coinciden 
en que esta medida representa un avance importante 
en la representación política de la población mexicana 
que reside fuera del país, un tema que hasta ahora ha 
dependido principalmente de sentencias del Tribunal 
Electoral y de acciones afirmativas, sin una base cons-
titucional o legal claro. Sin embargo, también advierten 
que la iniciativa contiene omisiones, vicios y falta de pre-
cisión que podría afectar de manera sustancial los avan-
ces alcanzados. En particular, no se define el número de 
diputaciones correspondientes ni los lugares que estas 
candidaturas ocuparían en las listas de RP. En el caso del 

Senado el retroceso es mayor porque, al eliminar la lista 
nacional de las 32 senadurías de RP, se suprime la vía de 
acceso que las personas residentes en el extranjero han 
tenido hasta ahora.

II. Organización de las elecciones

Bajo la bandera de la “austeridad”, los gobiernos de 
Morena han articulado buena parte de sus propuestas 
de reforma. El problema es que esta narrativa ha venido 
acompañada de cambios constitucionales sin diagnósti-
cos y con una clara intención de reducir la pluralidad, así 
como de socavar la transparencia y la confianza ciuda-
dana en los procesos electorales. Un ejemplo de ello es 
la propuesta que buscaba establecer el inicio del cómputo 
de los votos la misma noche de la elección. En sus res-
pectivos capítulos, Erika Estrada y Carlos Guadarrama 
alertan sobre los riesgos de esa medida. En particular, 
señalan las dificultades logísticas y los altos costos que 
implicaría su implementación —en abierta contradicción 
con el discurso de austeridad—. Además, subrayan su 
posible impacto en la confiabilidad de un instrumento que 
ha sido clave para garantizar certeza a los comicios: el 
Programa de Resultados Electorales Preliminares (PREP).

A diferencia del PREP, los cómputos distritales reflejan el 
resultado definitivo del conteo de votos, una vez que se 
han revisado las actas que pudieran tener inconsisten-
cias. Adelantar su realización a la noche de la elección 
puede generar percepciones de distorsión entre el PREP 
y cómputos distritales, en detrimento del primero. Sin 
mencionar que no todas las entidades federativas cuen-
tan actualmente con las condiciones materiales para ope-
rar de manera casi simultánea ambos sistemas desde 
la noche de la jornada electoral. Ni los partidos dispo-
nen del personal suficiente para supervisarlos de manera 
paralela.

III. Condiciones para la competencia 
político-electoral

El financiamiento público es una variable clave para la 
existencia de competencia partidista, equidad en la con-
tienda y pluralidad en los resultados. La democracia se 
sostiene sólo con partidos políticos y para que estos pue-
dan realmente competir y ganar los votos es necesario 
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que reciban algún tipo de financiamiento público, que de 
otra manera los haría perder o recurrir a fuentes ilícitas 
de financiamiento.

Conviene recordar que esta idea se ha verificado también 
en México: la introducción del financiamiento público 
en los años 70 hizo posible, junto con otras variables 
determinantes como la representación proporcional, la 
existencia de partidos políticos competitivos. Por eso es 
preocupante y regresiva, como apunta Lorenzo Córdova 
en su capítulo, la idea de reducir el financiamiento público 
a partidos políticos, como lo ha querido hacer Morena 
desde que llegó al gobierno y como lo propuso la presi-
denta Sheinbaum en su iniciativa. Como apunta Javier 
Martín, disminuir el financiamiento público a partidos no 
sólo tendría un impacto desigual entre las oposiciones y 
el partido en el gobierno, perjudicando a las primeras, 
sino que abriría aún más la puerta al financiamiento ilí-
cito, un problema mayúsculo en el México contemporá-
neo. En ese sentido, la austeridad es una narrativa con 
efectos regresivos cuando se constitucionaliza.

Para preservar la integridad del proceso electoral se ha 
limitado de manera consistente, y a lo largo de las distin-
tas reformas electorales, quiénes pueden hacer aporta-
ciones a partidos políticos. Al respecto, en la iniciativa de 
reforma constitucional se propuso prohibir la recepción 
de recursos de financiamiento para personas candidatas 
y partidos políticos desde el extranjero, con el propósito 
de mantener la equidad en la contienda. Sin embargo, 
como bien afirma Karla Acosta, esta disposición ya se 
encontraba prevista en la legislación secundaria.

En el mismo marco de la austeridad y disminuir el costo 
de los procesos electorales, la iniciativa presidencial pro-
puso reducir en un 27% los tiempos del Estado para el 
acceso a medios de partidos y contendientes, pero sin 
modificar el Modelo de Comunicación Política (MCP), en 
el que, sostiene María Marván en su capítulo, “perma-
nece el espíritu controlador y prohibicionista en el que 
cualquier persona física o moral puede ser un delincuente 
electoral”. En ese mismo sentido, en los capítulos dedica-
dos a analizar el acceso a medios y MCP se apunta tam-
bién que la propuesta no mejora la deliberación pública 
(véase a Enrique Toussaint), perjudica la inequidad en 
el acceso (véase Paola Mendoza y Luis Salgado) y favo-
rece de nuevo a los concesionarios de radio y televisión, 
al partido en el poder en detrimento de los partidos de 

oposición y no, como se argumenta, a un criterio de aus-
teridad (véase a Julio Juárez Gámiz).

IV. Inteligencia artificial en los 
procesos electorales

Como advierten Raúl Trejo, Marco Zavala y Ana Alba, 
otro de los aspectos más controvertidos de la iniciativa es 
la regulación del uso de inteligencia artificial (IA) en pro-
cesos electorales. Todo contenido relacionado con proce-
sos electorales que fuese modificado o alterado mediante 
estas tecnologías debería estar debidamente etiquetado.

Además, la iniciativa asignaría a los concesionarios de 
radio y televisión, así como a plataformas de servicios 
digitales —como Facebook, Instagram, X o TikTok—, la 
responsabilidad de identificar, advertir y evitar la difu-
sión de contenido no etiquetado. Este esquema generaba 
incentivos para la remoción preventiva de materiales, 
planteando interrogantes sobre sus posibles efectos para 
la libertad de expresión y la circulación de información en 
contextos electorales. De acuerdo con Alba, la regula-
ción de la IA en campañas políticas debe coordinarse con 
normas de propiedad intelectual y de derechos de autor 
para evitar problemas de autorización y autoría, así como 
determinar el grado de intervención tecnológica en spots 
o imágenes.

V. Fiscalización electoral

En materia de fiscalización, la iniciativa de la presidenta 
combinó elementos de continuidad a las propuestas 
del gobierno de AMLO con innovaciones relevantes. En 
cuanto a lo primero, permanecen la reducción del finan-
ciamiento público, el endurecimiento de las reglas sobre 
el origen de los recursos y la intención de acotar los 
efectos de las decisiones del INE en materia de fiscaliza-
ción. En conjunto, estas medidas apuntan a redefinir el 
equilibrio entre control del dinero y condiciones de com-
petencia electoral.

En contraste, las innovaciones se orientan a fortalecer 
las capacidades estatales, particularmente mediante una 
mayor coordinación entre el INE y autoridades financie-
ras, de seguridad y de procuración de justicia, así como 
la introducción de reportes financieros más sistemáticos 
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y regulares. No obstante, estas herramientas enfrentan 
problemas de diseño —ambigüedad normativa y falta de 
precisión operativa— que podrían limitar su efectividad, 
como señalan Camilo Saavedra y Eduardo Muñiz.

VI. Violencia electoral

La creciente infiltración del crimen organizado en los 
procesos electorales se ha convertido en un problema 
estructural. La violencia criminal en las elecciones mues-
tra una tendencia al alza, sin que existan medidas efi-
caces para disuadir, controlar o neutralizar las amenazas 
que enfrentan las personas candidatas y quienes ocu-
pan el cargo. Este riesgo se potencia en un escenario 
en el que las elecciones han alcanzado al Poder Judicial 
(véase el capítulo de Arturo Espinoza y Daniela Arias) y 
se disputan cargos en materias sensibles, como la penal, 
abriendo la puerta a la manipulación criminal para acce-
der a estas posiciones.

Si bien fue positivo que la iniciativa presidencial reco-
nociera el problema y lo llevara al plano constitucional, 
su respuesta es desacertada. La propuesta se limitó a 
proponer colaboración entre diferentes autoridades, pro-
hibir el uso de recursos ilícitos e introducir un nuevo 
esquema de fiscalización. Sin embargo, el problema es 
más amplio: el crimen organizado no sólo financia cam-
pañas, también amenaza, soborna y/o elimina personas 
candidatas para instalar a sus leales. Una reforma que 
aspire a incidir en los actuales niveles de infiltración y 
violencia requiere de diagnósticos hoy ausentes (véase el 
capítulo de César Hernández), así como de una perspec-
tiva multidimensional capaz de enfrentar la intervención 
de redes criminales en toda su complejidad.

VII. Mecanismos de participación ciudadana

La propuesta introducía cambios en materia de meca-
nismos de democracia directa. Las legislaturas locales 
debían regular las consultas populares, referéndums 
y plebiscitos, entre otros. Se abría la posibilidad de 
emplear “tecnologías de la información y comunicación” 
para la emisión del voto en consultas populares, lo que 
abría la puerta a modalidades de votación electrónica o 
incluso por internet. No obstante, los vacíos de diseño de 
la consulta han impedido su apropiación social y facilitado 

su captura partidista y bloqueo judicial, como advierten 
Daniela Carrasco y Juan Jesús Garza.

Adicionalmente, la iniciativa introducía cambios en el 
régimen de difusión de información sobre consultas 
populares. El INE dejaría de ser la única autoridad encar-
gada de su difusión y se elimina el mandato explícito de 
que dicha promoción se realice bajo criterios de impar-
cialidad. Como argumenta María del Carmen Alanis, la 
reforma habría permitido a los poderes públicos influir en 
el electorado, en contravención de las reglas que buscan 
preservar su neutralidad. 

VIII. Acciones afirmativas

Bajo la narrativa populista de la “cuarta transformación” 
y de “primero los pobres”, la iniciativa incorporó accio-
nes afirmativas en favor de los pueblos indígenas, afro-
mexicanos y grupos históricamente subrepresentados. 
Sin embargo, en lugar de reforzar sus derechos políti-
cos, se propuso constitucionalizar las acciones afirmati-
vas, medidas que por definición son temporales, según 
señala Saúl Ramírez. Además, como resalta Uriel Carri-
llo, el diseño no garantizaba resultados reales: al dejar 
su alcance en manos de los partidos debilitaba cualquier 
control efectivo. El riesgo era claro: acciones afirmativas 
vacías y subrepresentación intacta.

IX. Elecciones judiciales

El volumen concluye con dos análisis sobre las eleccio-
nes judiciales, un tema que, desde nuestra perspectiva, 
debió ocupar un lugar central en cualquier reflexión sobre 
una posible reforma electoral; examinar las reformas 
constitucionales y legales necesarias para atemperar las 
falencias y efectos más perniciosos provocados por las 
elecciones judiciales.

Azul Aguiar identifica los principales problemas de inte-
gridad de la elección judicial de 2025, evidenciando cómo 
la elección masiva de personas juzgadoras puso en jaque 
no sólo la independencia judicial, sino sobre todo el ele-
mento mínimo de una democracia: las elecciones. A par-
tir de ello, se plantean medidas urgentes para evitar una 
mayor deslegitimación tanto del sistema de justicia como 
un deterioro más amplio del régimen político.
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En esa misma línea, se propone reprogramar la elección 
de personas juzgadoras prevista para 2027. Como plan-
tea Guadalupe Salmorán, este cambio permitiría evitar 
su coincidencia con la elección intermedia en la que, ade-
más de concluir la renovación de los poderes judiciales 
locales pendientes, se renovarán las diputaciones fede-
rales, 17 gubernaturas y numerosos cargos locales. Pos-
poner la elección contribuiría a no sobrecargar el proceso 
electoral ni intensificar los riesgos de politización.

¿Por qué estudiar una reforma 
que ya fue rechazada?

Desde antes de su presentación formal hubo quienes sos-
tuvieron que no tenía caso leerla, ni mucho menos discu-
tirla, porque simplemente no sería aprobada. Los propios 
voceros del oficialismo reconocieron que no tenían el res-
paldo para alcanzar la mayoría calificada requerida.

No obstante, las propuestas de enmienda constitucional 
deben evaluarse por sus probabilidades de prosperar y 
por lo que revelan acerca de la concepción que el poder 
político tiene sobre las reglas del juego democrático. 
Incluso las iniciativas fallidas permiten anticipar posibles 
orientaciones de cambio institucional, especialmente en 
contextos de erosión democrática, donde las reglas son 
subvertidas de manera legal y con mayorías formales.

Desde 2022 existen claros indicios sobre los objetivos del 
gobierno, pero no se han logrado concretar. Recordar los 
intentos fallidos ayuda a comprender no ya sólo las razo-
nes de su tropiezo, sino también la dirección de posibles 
reformas futuras.

La disputa por la reconfiguración del juego democrático 
se remonta a la fallida reforma constitucional —el Plan 
A— presentada por AMLO en abril de 2022 con el argu-
mento de “abaratar la democracia”. Aquella propuesta 
pretendía extinguir los Organismos Públicos Locales Elec-
torales (OPLE) y tribunales locales, pero también desapa-
recer al INE y sustituirlo por un nuevo órgano electo por 
voto popular. Planteaba, además, reducir el tamaño del 
Congreso, eliminar los plurinominales y cancelar el finan-
ciamiento público ordinario a los partidos. El Congreso la 
rechazó a finales de ese año.

Tras ese fracaso, en diciembre de 2022 se aprobó en 
fast track el Plan B: un paquete de reformas legales 
promovidas por Morena. Estas medidas debilitaban la 
capacidad operativa del INE, devolvían a la Secretaría 
de Gobernación el control del padrón de mexicanos en 
el extranjero y abrían la puerta a la intervención de 
funcionarios en los procesos electorales. La Suprema 
Corte declaró inconstitucional esta reforma por graves 
violaciones al procedimiento legislativo. Esta resolu-
ción fue uno de los detonantes del Plan C, un con-
junto de reformas constitucionales que cambiaron la 
naturaleza del régimen político, incluyendo la reforma 
judicial que introdujo la elección popular de las per-
sonas juzgadoras.

Está claro que la iniciativa de reforma electoral presen-
tada por la presidenta y analizada en este libro se inscribe 
en esa secuencia de intentos por redefinir importantes 
aspectos de las reglas de la competencia democrática.

El papel de la academia en la 
deliberación pública

El presente libro surge de la convicción de que la aca-
demia puede desempeñar un papel clave en contextos 
de cambio institucional, particularmente cuando está en 
riesgo la democraticidad y pluralidad del régimen político.

En escenarios donde las reformas se discuten de manera 
opaca, en espacios cerrados y se comunican parcial-
mente generando desinformación, la academia adquiere 
una relevancia particular. Más allá de documentar retros-
pectivamente los procesos políticos, las instituciones 
académicas pueden —y, en ciertos momentos, deben— 
abrir espacios de deliberación pública informada, seña-
lando límites, riesgos y desafíos de las propuestas hechas 
por el poder político.

Desde luego, pudimos esperar al desenlace legislativo 
para realizar un análisis técnico, como suele ocurrir 
en muchos estudios sobre reformas institucionales. Sin 
embargo, este volumen surge, por el contrario, de la 
convicción de que la reflexión académica puede interve-
nir en el debate público mientras las decisiones aún están 
en disputa.
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Por eso, y con el propósito de abrir un espacio plural, 
descentralizado e interinstitucional de reflexión, con la 
Línea de Investigación del IIJ-UNAM Electoral, Democra-
cia y Representación Política, en complicidad con Marcos 
del Rosario y Horacio Vives, logramos que en conjunto 
la ENID-IIJUNAM en Tijuana, el ITESO en Guadalajara y 
el ITAM organizáramos un seminario sobre los riesgos y 
las posibles mejoras a las reglas del juego democrático. 
Este volumen recoge y amplía ese intercambio sobre el 
futuro de las reglas democráticas que han permitido la 
competencia política en México.

Una preocupación democrática

La preocupación central que anima esta obra no se 
limita al contenido de la iniciativa, sino también a la 
forma en que ha sido procesada políticamente. Estamos 
convencidas de que las reglas que organizan la compe-
tencia democrática no deberían definirse en espacios 
cerrados ni negociarse sin texto a la vista y sin razones 
sometidas a escrutinio. En una democracia constitucio-
nal, si la ciudadanía no sabe —o no puede saber— qué 
se está discutiendo, con qué diagnósticos y con qué 

impactos esperados, el control democrático del poder 
se vuelve ilusorio.

La normalización del PowerPoint como sustituto de una ini-
ciativa legislativa es un claro síntoma del empobrecimiento 
del debate político, pero también da cuenta del poder que 
tiene la narrativa gubernamental para desorientar, e incluso 
desinformar, sobre el contenido de las reformas esenciales 
para la vida democrática. En un primer momento la diapo-
sitiva parecía más una señal de improvisación y un signo 
de la incompetencia del oficialismo para procesar acuerdos 
legislativos. Hoy se ha convertido en una estrategia.

Anunciar reformas sin presentar formalmente el texto de la 
iniciativa nos priva a la ciudadanía de la posibilidad de cono-
cer y discutir oportunamente las propuestas que preten-
den transformar las reglas del sistema político. La opacidad 
(la no publicidad) con la que se han intentado lograr estos 
cambios no es un accidente procedimental, es una demos-
tración y una forma de ejercer el poder; es también una vía 
de desactivar la crítica informada y la deliberación pública.

17 de marzo de 2026 
San Diego, California y Guadalajara, Jalisco




